
 
 

Barranquilla,  24 de agosto de 2021 

 

 

 Señor/a  

JUEZ/A CONSTITUCIONAL DE TUTELA (REPARTO) 

 E. S. D.  

 

ASUNTO: ACCION DE TUTELA  

ACCIONANTE: JUAN CARLOS HERRERA VEGA 

ACCIONADO: SERVICIO  NACIONAL DE APRENDIZAJE 

 

 

JUAN CARLOS HERRERA VEGA, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de 

Cartagena-Bolívar, identificado como aparece al pie de mi firma, de conformidad con el artículo 86 

de la Constitución Política de Colombia y los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás normas 

vigentes al respecto, mediante este escrito y en nombre propio promuevo ACCIÓN DE TUTELA en 

contra del SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA y La Comisión Nacional del Servicio 

Civil CNSC, para que se protejan mis derechos constitucionales y fundamentales al DEBIDO 

PROCESO (art. 29 C. Política), IGUALDAD, MÍNIMO VITAL (art. 53 constitucional) en conexidad con 

el TRABAJO EN CONDICIONES DIGNAS (art. 25 C. Política), todos a la luz de los principios de 

BUENA FE, CONFIANZA LEGÍTIMA (art. 83 C. Política), y demás del caso. 

 

I. D E R E C H O S I N V O C A D O S 

 

REFERENTE A LA ACCIÓN DE TUTELA 

El tutelante invoca la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso 

administrativo, a la igualdad, al mínimo vital conexo al trabajo en condiciones dignas, en 

armonía con el principio de confianza legítima. De la cual la Constitución Política de Colombia 

de 1991 consagra en su artículo 86 la Acción de Tutela como mecanismo de protección de los 

derechos constitucionales fundamentales y, al respecto dispone que toda persona podrá ejercer 

esta acción para reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, ya sea por sí mismo o 

por conducto de apoderado, la protección de manera inmediata de sus derechos considerados 

como fundamentales, cuando éstos se encuentren siquiera amenazados por a la acción o la 

omisión de cualquier persona o autoridad pública. 

 

 

La característica esencial con la que fue revestida la tutela por el constituyente de 1991 es la de ser 

un mecanismo de defensa excepcional y subsidiario, razón por la cual, la persona que se considere 

afectada no podrá acudir a ella cuando para el amparo de sus derechos cuente con otros medios 

que el ordenamiento jurídico consagre para tal fin, evento en el cual, sólo podrá utilizarla como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio inminente, grave o irremediable, lo cual deberá 

manifestar en su solicitud y probar. 

 

Entiéndase como derecho fundamental aquel que es inherente, inalienable y esencial a la 

persona, es decir, que constituye una parte de su propia esencia, por tal razón y, en virtud del 

contrato social establecido, éstos conllevan una necesaria protección por parte del Estado. Sin 

embargo, tal clasificación también cobija en lo pertinente a las personas jurídicas, siempre que el 

derecho objeto del litigio pueda predicarse de ellas. 

 

Bajo este supuesto, los derechos fundamentales no son sólo los que señala de manera taxativa la 

Constitución Política, sino también aquellos que se consagran en los Tratados Internacionales a 

los que el Estado colombiano se ha adherido, así como todas aquellas situaciones que involucran 

otro tipo de derechos, que en conexidad con aquellos de carácter fundamental puedan llegar a 

lesionarse, por lo que pueden ser objeto de protección por vía de tutela. 

 

 

La Honorable Corte Constitucional ha precisado sobre la improcedencia de la acción de tutela contra 

actos administrativos en la Sentencia T 030 de 2015 al respecto ha señalado: 



 
 

 

«La regla general es que el mecanismo constitucional de protección no puede superponerse 

a los mecanismos ordinarios establecidos en el ordenamiento jurídico de forma que los 

suplante o que se actúe como una instancia adicional para debatir lo que ya se ha discutido 

en sede ordinaria. En particular, la Sala insiste en que esta regla general conduce a que 

en los procedimientos administrativos, la tutela no procede contra actos expedidos por una 

autoridad administrativa, pues para ello se han previsto otros instrumentos judiciales, sin 

embargo, sólo de manera excepcional esta acción procede transitoriamente cuando se 

compruebe la existencia de un perjuicio irremediable» 

 

Sobre tales casos excepcionales llevados al ejercicio de la acción de tutela en un concurso de 

méritos, ha establecido el máximo órgano Constitucional en la sentencia T4441 de 2017: 

 

«Respecto de la procedibilidad de la acción de tutela contra actos administrativos, esta 

Corporación ha señalado que existen, al menos, dos excepciones que tornan procedente la 

acción de tutela para cuestionar actos administrativos: (i) cuando pese a la existencia de un 

mecanismo judicial idóneo, esto es, adecuado para resolver las implicaciones 

constitucionales del caso, el mismo no goza de suficiente efectividad para la protección de 

los derechos fundamentales invocados como amenazados a la luz del caso concreto; o (ii) 

cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, que implica una 

situación de amenaza de vulneración de un derecho fundamental susceptible de 

concretarse y que pueda generar un daño irreversible» 

 

(…)Sentencia T682 de 2016 

 

En relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, la jurisprudencia 

de esta Corporación ha señalado que, en principio, la acción de tutela debe declararse 

improcedente. No obstante lo anterior, el precedente de la Corte ha señalado que los medios 

de control de la jurisdicción contencioso administrativa, bien sea a través de la acción 

electoral, de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho o de la acción de reparación 

directa, no son los mecanismos idóneos y eficaces, en razón del prolongado término de 

duración que este tipo de procesos pudiese tener». 

 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES INVOCADOS. 

 

DEBIDO PROCESO 

El derecho fundamental al debido proceso se encuentra contemplado en el artículo 29 

Constitucional, que señala su aplicación a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, 

prescribiendo la prohibición para ser juzgado sin leyes preexistentes al acto que se imputa, 

incluyendo el principio de favorabilidad, aplicando la retroactividad de la ley y la presunción 

de inocencia. 

 

Al respecto ha señalado la Corte Constitucional en la sentencia C341 de 2014: 

«La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso como el conjunto 

de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la 

protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante 

su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen 

parte de las garantías del debido proceso: (i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez 

conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, 

a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía 

superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) el derecho al juez natural, 

identificado como el funcionario con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en 

determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad 

de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley; (iii) El 

derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados 

para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al 

tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la 

asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la 



 
 

buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; (iv) el 

derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige 

que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; 

(v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores 

públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia,  ejercen funciones 

separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) el derecho a la 

independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con 

fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, sin designios 

anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas». 

 

DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO 

El derecho al debido proceso se itera, de conformidad con el artículo 29 de la Constitución 

Política, «debe aplicarse a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas», lo cual 

supone la obligación tanto de los jueces como de las autoridades administrativas de actuar 

con sujeción y respecto a esa prerrogativa, especialmente en la producción de decisiones que 

creen cargas, derechos, beneficios, sanciones, obligaciones y, en general, alteren posiciones 

jurídicas de particulares. Esto se soporta a partir de la sentencia C-980 DE 2010 se consideró 

que este derecho fundamental, para las personas que se encuentran inmersas en una 

actuación judicial o administrativa, constituye una garantía para el acceso a la administración 

de justicia, de tal forma que puedan conocer las decisiones que los afecten e intervenir, en 

términos de igualdad y transparencia, en procura de la protección de sus derechos e intereses 

legítimos, es por lo anterior que el debido proceso se concibe como «un escudo protector» 

frente a una posible actuación abusiva de la administración, cuando estas se desvían, de 

manera injusta, de la regulación jurídica vigente. Del mismo modo señaló este derecho y 

principio como «i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, 

materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad 

administrativa, ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y iii) cuyo fin esta previamente 

determinado de manera constitucional y legal , ha precisado al respecto, que con dicha 

garantía se busca (i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez 

de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa 

de los administrados». 

 

Según la jurisprudencia constitucional, la función judicial y administrativa debe observar los 

cauces fijados en la ley y en los reglamentos «con el fin de preservar las garantías, derechos 

y obligaciones de quienes se encuentran incursos en una relación jurídica, en todos aquellos 

casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho o a 

la imposición de una sanción». Se relaciona a esta la Sentencia T-073 de 1997, MP Vladimiro 

Naranjo Mesa, reiterada en las Sentencia C-641 de 2002, MP Rodrigo Escobar Gil (AV Alfredo 

Beltrán Sierra, SV Eduardo Montealegre Lynett y Álvaro Tafur Galvis) y C- 980 de 2010, MP 

Gabriel Eduardo Mendoza Martelo: Cita de la sentencia C-136 de 2016. 

La Honorable Corte Constitucional de manera reiterada ha sostenido la concepción según la 

cual el debido proceso es «la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes del 

Estado y establece las garantías de protección a los derechos de los individuos, de modo que 

ninguna de las actuaciones de las autoridades públicas dependa de su propio arbitrio, sino que 

se encuentren sujetas a los procedimientos señalados en la ley … Para ello se puede Ver 

Sentencias T-467 de 1995 y T-238 de 1996, MP Vladimiro Naranjo Mesa. Así mismo, la 

Sentencia T- 061 de 2002, MP Rodrigo Escobar Gil, citada en la Sentencia C-641 de 2002. 

…exige de las autoridades públicas la sujeción de sus actuaciones a los procedimientos 

previamente establecidos, ajenos a su propio arbitrio y destinados a preservar las 

garantías sustanciales y procedimentales previstas en la Constitución y en la ley» Ver 

Sentencia C-641 de 2002, citada.  

Es así como el debido proceso, puede entenderse como aquellas formas y procedimientos 

que, previamente establecidos en el ordenamiento jurídico, forzosamente deben ser seguidos 

en la sustanciación y resolución de cualquier asunto que comprometa derechos o bienes de las 

personas. 

 

Asimismo, comporta la función de limitar el ejercicio del poder administrativo, jurisdiccional y la 

potestad decisoria de ciertos particulares, con el fin de salvaguardar al individuo de usos 

abusivos de tales atribuciones, mediante la fijación de un conjunto de garantías. 



 
 

 

Es así como este derecho se caracteriza por dos elementos fundamentales «por un lado, es una 

particular manifestación del principio de legalidad y, por el otro, un esquema estructurado de 

garantías» Ver sentencia C136-2016. 

 

De tal modo, el debido proceso, es una prolongación específica del principio de legalidad, habida 

consideración que implica actuaciones conforme a reglas preexistentes y, de esa manera, se 

ampara al individuo contra formas ad hoc de adelantar trámites y adoptar decisiones o de investigar 

y juzgar. Pero, por otra parte, este derecho, comporta un presupuesto de cierta manera 

sustantivo, pues, dichas fases, con arreglo a las cuales se adelanta una actuación judicial o 

administrativa, deben estar precedidas de una serie de garantías, precisamente, procesales, 

tales como, la estricta tipicidad, la presunción de inocencia, la favorabilidad, el juez natural, el 

derecho de defensa, la prontitud razonable de las decisiones, la contradicción probatoria, la 

doble instancia, el non bis in ídem, la publicidad, entre otras. Ver Sentencias T-345 de 1996, MP 

Eduardo Cifuentes Muñoz y C-731 de 2005, MP Humberto Sierra Porto, citadas en la Sentencia C-

089 de 2011, MP Luis Ernesto Vargas Silva. 

 

Sobre las anteriores bases, ha precisado el Máximo Tribunal Constitucional que el derecho al 

debido proceso hace posible «la defensa y preservación del valor de la justicia material, a través 

del logro de los fines esenciales del Estado, como la convivencia social y la protección de todas 

las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas 

(preámbulo y artículos 1° y 2° de la C.P)» Ver C-641 de 2002 y C-980 de 2010, MP Gabriel Eduardo 

Mendoza Martelo 

 

Puntualmente, en lo concerniente al debido proceso administrativo, se ha dicho que su 

iniciación, desarrollo, la formación de los actos, su ejecución y aplicación y, de manera general, 

toda manifestación de la administración pública está gobernada por el principio de legalidad y por 

las mismas garantías procesales que, conforme al tipo de actuación de que se trate, se hallan 

presente en los procesos judiciales. Adicional a lo anterior, en vista de que el funcionamiento 

de la administración está fundado en el servicio al interés general, este debe desarrollarse con 

base en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 

publicidad. En la Sentencia C-980 de 2010, MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, se afirmó: «A 

partir de una noción de “procedimiento” que sobrepasa el ámbito de lo estrictamente judicial, el 

procedimiento administrativo ha sido entendido por la doctrina contemporánea como el modo de 

producción de los actos administrativos [García de Entrerría Eduardo y Fernández Tomás Ramón. 

Curso de derecho administrativo. Ed. Cívitas s.a. Madrid 1992. Pág. 420]. Su objeto principal es la 

satisfacción del interés general mediante la adopción de decisiones por parte de quienes ejercen 

funciones administrativas. La Constitución Política reconoce la existencia de este tipo de procesos 

en el mundo jurídico, cuando en el artículo 29 prescribe su sujeción a las garantías que conforman 

la noción de debido proceso. Entre el proceso judicial y el administrativo existen diferencias 

importantes que se derivan de la distinta finalidad que persigue cada uno. Mientras el primero busca 

la resolución de conflictos de orden jurídico, o la defensa de la supremacía constitucional o del 

principio de legalidad, el segundo tiene por objeto el cumplimiento de la función administrativa en 

beneficio del interés general. Esta dualidad de fines hace que el procedimiento administrativo sea, 

en general, más ágil, rápido y flexible que el judicial, habida cuenta de la necesaria intervención de 

la Administración en diversas esferas de la vida social que requieren de una eficaz y oportuna 

prestación de la función pública. No obstante, paralelamente a esta finalidad particular que persigue 

cada uno de los procedimientos, ambos deben estructurarse como un sistema de garantías de los 

derechos de los administrados, particularmente de las garantías que conforman el debido 

proceso». 

 

De modo concreto, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que dadas las especificaciones de 

los trámites y procesos que adelanta la administración, el debido proceso sigue básicamente dos 

órdenes de consecuencias relevantes para las Entidades y el individuo o sujeto de derechos: 

«desde la perspectiva de los asociados, del derecho al debido proceso se desprenden las garantías de 

(i) conocer las actuaciones de la administración; (ii) pedir y controvertir las pruebas; (iii) ejercer con 

plenitud su derecho de defensa; (iv) impugnar los actos administrativos, y (v) gozar  de las demás 

garantías establecidas en su beneficio. En lo que respecta a la administración, todas las 

manifestaciones del ejercicio de la función pública administrativa se encuentran cobijadas por el 



 
 

debido proceso, tales como (i) la formación y ejecución de actos administrativos; (ii) las peticiones 

presentadas por los particulares; y (iii) los procesos que se adelanten contra la administración por 

los ciudadanos en ejercicio legítimo de su derecho de defensa»29. 29 Sentencia T-391 de 1997, 

MP José Gregorio Hernández Galindo. Ver, así mismo, T-196 de 2003, MP Jaime Córdoba Triviño; 

C-089 de 2011, MP Luis Ernesto Vargas Silva; T-555 de 2010, MP Jorge Iván Palacio Palacio. Sobre 

el debido proceso administrativo, ver, entre otras, las sentencias SU-250 de 1998, MP Alejandro 

Martínez Caballero (SV Fabio Morón Díaz y Susana Montes De Echeverri); C-653 de 2001, MP 

Manuel José Cepeda Espinosa (SV Alfredo Beltrán Sierra, Jaime Araújo Rentería, Rodrigo 

Escobar Gil y Álvaro Tafur Galvis); C-506 de 2002, MP Marco Gerardo Monroy Cabra; T-1142 de 

2003, MP Eduardo Montealegre Lynett; T-597 de 2004, MP Manuel José Cepeda Espinosa; T-031 

de 2005, MP Jaime Córdoba Triviño; T-222 de 2005, MP Clara Inés Vargas Hernández; T-746 de 

2005, MP Clara Inés Vargas Hernández; C-929 de 2005, MP Alfredo Beltrán Sierra y C-1189 de 

2005, MP Humberto Antonio Sierra Porto (AV Jaime Araújo Rentería).  

 

Les asiste entonces, tanto a los individuos, como a la administración, un mínimo de 

garantías: de parte de los individuos, la publicidad, la contradicción o defensa, la participación 

probatoria dentro de la actuación y la doble instancia, correlativamente y, por parte de la 

administración, el desarrollo y ejecución de trámites, la producción de actos jurídicos, las 

actuaciones iniciadas por los usuarios, así como los juicios promovidos contra y ante la 

administración están sujetos al cumplimiento de las mencionadas prerrogativas constitutivas 

del debido proceso. Razón por la cual, de no seguirse las etapas, las formas y de 

desconocerse las obligaciones que provienen de las referidas garantías, ha sostenido la H. 

Corte Constitucional que se entiende vulnerado el debido proceso administrativo 30 Ve r  

Sentencia C-980 de 2010, MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. En la misma sentencia se dijo: 

«[e]n consecuencia, por tratarse de un derecho fundamental, el derecho al debido proceso 

administrativo “exige a la administración pública sumisión plena a la Constitución y a la ley en el 

ejercicio de sus funciones, tal como lo disponen los artículos 6°, 29 y 209 de la Carta Política”, pues 

de otra forma se transgredirían los principios que gobiernan la actividad administrativa (igualdad, 

imparcialidad, publicidad, moralidad y contradicción), y se vulnerarían especialmente los derechos 

fundamentales de las personas que acceden a la administración o de alguna forma quedan 

vinculadas por sus actuaciones». 

 

Así las cosas, el derecho constitucional fundamental al debido proceso, primero, se funda en 

su sentido más general en el seguimiento de reglas preexistentes acerca del modo en que 

debe ser adelantado un procedimiento, de tal manera que el individuo tenga seguridad de sus 

términos y no vaya a ser sorprendido con reglas ex post facto y, segundo, supone que las 

formas propias de cada juicio cuenten mínimamente con las garantías de defensa, 

contradicción probatoria, doble instancia, publicidad y juez natural. Estas mismas, en cuanto 

se ajusten a cada tipo de trámite, amparan al individuo ante la administración pública, que, en el 

desarrollo de los trámites propios de sus funciones, en la formación y producción de actos 

jurídicos y en los procesos iniciados a demanda del administrado, debe respetar el debido 

proceso. Ver C136 de 2016 

 

 

Debido Proceso en Concurso de Méritos. 

Abordando el asunto del debido proceso en un concurso de méritos, ha señalado la Honorable 

Corte Constitucional: 

«El concurso público es el mecanismo establecido por la Constitución para que en el marco 

de una actuación imparcial y objetiva, se tenga en cuenta el mérito como criterio 

determinante para proveer los distintos cargos en el sector público, a fin de que se 

evalúen las capacidades, la preparación y las aptitudes generales y específicas de los 

distintos aspirantes a un cargo, para de esta manera escoger entre ellos al que mejor 

pueda desempeñarlo, dejando de lado cualquier aspecto de orden subjetivo. Ahora bien, 

el concurso de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección fundada en la 

evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante para 

desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, se convierte en una actuación 

administrativa que debe ceñirse a los postulados del debido proceso constitucional 

(artículo 29 Superior). Para cumplir tal deber, la entidad encargada de administrar el 

concurso de méritos elabora una resolución de convocatoria, la cual contiene no sólo los 



 
 

requisitos que deben reunir los aspirantes a los cargos para los cuales se efectúa el concurso, 

sino que también debe contener los parámetros según los cuales la misma entidad 

administrativa debe someterse para realizar las etapas propias del concurso, así como la 

evaluación y la toma de la decisión que concluye con la elaboración de la lista de 

elegibles. Hacer caso omiso a las normas que ella misma, como ente administrador 

expida, o sustraerse al cumplimiento de éstas, atenta contra el principio de legalidad al 

cual debe encontrarse siempre sometida la administración, así como también contra 

los derechos de los aspirantes que se vean afectados con tal situación» Ver Sentencia 

T090 de 2013 (Destaca el Despacho). 

Así pues, tratándose el derecho al debido proceso en trámite de un concurso de méritos su 

respeto se circunscribe a la observancia estricta de las  consideraciones y reglamentación 

establecidos en la correspondiente convocatoria por parte de la entidad administrativa. Tal 

afirmación adquiere especial reafirmación, al observar lo que en oportunidad de resolver una 

tutela instaurada en el trámite de un concurso de méritos, señaló la Honorable Corte 

Constitucional: 

«La Convocatoria constituye una norma que se convierte en obligatoria en el concurso, en 

consecuencia, cualquier incumplimiento de las etapas y procedimientos consignados en 

ella, vulnera el derecho fundamental del debido proceso que le asiste a los participantes, 

salvo que las modificaciones realizadas en el trámite del concurso por factores exógenos 

sean plenamente publicitadas a los aspirantes para que, de esta forma, conozcan las 

nuevas reglas de juego que rigen la convocatoria para proveer los cargos de carrera 

administrativa» Ver Sentencia T682 de 2016.  (Se destaca). 

 

IGUALDAD 

El derecho fundamental a la igualdad encuentra consagración en el artículo 13 de la 

Constitución Nacional, así: 

«Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato 

de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin 

ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 

religión, opinión política o filosófica. 

 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 

medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 

 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sanc ionará los 

abusos o maltratos que contra ellas se cometan». 

 

Éste se encuentra dentro de los más importantes del Estado Social de Derecho, premisa 

frente a la cual, la Honorable Corte Constitucional, al estudiarlo como principio ha 

señalado: 

 

«La Sala recuerda que este principio es un mandato complejo en un Estado Social de 

Derecho. De acuerdo con el artículo 13 Superior, comporta un conjunto de mandatos 

independientes y no siempre armónicos, entre los que se destacan (i) la igualdad formal o 

igualdad ante la ley, relacionada con el Carácter general y abstracto de las disposiciones 

normativas dictadas por el Congreso de la República y su aplicación uniforme a todas las 

personas; (ii) la prohibición de discriminación, que excluye la legitimidad constitucional de 

cualquier acto (no solo las leyes) que involucre una distinción basada en motivos definidos 

como prohibidos por la Constitución Política, el derecho internacional de los derechos 

humanos, o bien, la prohibición de distinciones irrazonables; y (iii) el principio de igualdad 

material, que ordena la adopción de medidas afirmativas para asegurar la vigencia del 

principio de igualdad ante circunstancias fácticas desiguales.  

(…) 

La Corporación ha resaltado que el principio de igualdad posee un carácter relacional, lo que 

significa que deben establecerse dos grupos o situaciones de hecho susceptibles de ser 

contrastadas, antes de iniciar un examen de adecuación entre las normas legales y ese 

principio. Además, debe determinarse si esos grupos o situaciones se encuentran en situación 



 
 

de igualdad o desigualdad desde un punto de vista fáctico, para esclarecer si el Legislador debía 

aplicar idénticas consecuencias normativas, o si se hallaba facultado para dar un trato distinto a 

ambos grupos; en tercer término, debe definirse un criterio de comparación que permita analizar 

esas diferencias o similitudes fácticas a la luz del sistema normativo vigente; y, finalmente, debe 

constatarse si (i) un tratamiento distinto entre iguales o (ii) un tratamiento igual entre desiguales 

es razonable. Es decir, si persigue un fin constitucionalmente legítimo y no restringe en exceso 

los derechos de uno de los grupos en comparación» Ver Sentencia C178/14. 

 

Así mismo, al traerlo al ámbito de las actuaciones administrativas y más exactamente al 

plano de los concursos de méritos ha señalado. 

 

«En virtud del artículo 13 de la Constitución, la administración no debe ejercer discriminaciones 

injustificadas entre los administrados. Por tanto, debe garantizar el acceso a la administración y a 

sus funcionarios. Así, la igualdad hace alusión a la prohibición de tratos irracionales o 

discriminatorios que no tengan una justificación objetiva y razonable.  

 

Sin embargo, a partir de la aparición del Estado Social de Derecho que propugna por una igualdad 

real y efectiva surge la necesidad, en cabeza de la administración, de otorgar tratamientos distintos 

a aquellos que por su situación de debilidad manifiesta requieren de medidas especiales para 

garantizar el goce de sus garantías fundamentales. Esta se ve contenida en la regla que exige 

“tratar a los iguales de modo igual y a los desiguales en forma desigual”.  

 

La noción actual del principio de igualdad que irradia a la administración pública rebasa el marco 

de la mera igualdad ante la ley, y por tanto, su actuación exige agregar a faceta negativa, propia 

del Estado liberal: “una protección positiva encaminada a la superación de injusticias seculares y a 

la promoción de sectores menos favorecidos, en forma tal que los poderes públicos están avocados 

a tomar medidas que, al favorecer a determinadas categorías y no a otras, cuando menos 

disminuyan el efecto nocivo de las talanqueras de orden económico y social que les impiden 

acceder a la igualdad sustancial; en otras palabras, a las medidas adoptadas se les reconoce un 

designio compensatorio o reparador de previas desigualdades reales”.  

En este orden de ideas, se hace necesario precisar que la igualdad en la función pública, se define 

como la semejanza en el trato y oportunidades que debe ofrecer el Estado a sus administrados 

para acceder a cargos en las entidades públicas y la obligación que el mismo tiene de abstenerse 

en realizar exclusiones o discriminaciones injustificadas que vulneren el acceso a estos cargos para 

ciudadanos en condiciones desiguales». Ver sentencia C288 de 2014. 

 

     TRABAJO 

El artículo 25 de la Constitución Política de Colombia señala el derecho al trabajo como «un 

derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del 

Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas». 

 

A ese tenor, la Honorable Corte Constitucional en sentencia C-200 de 15 de mayo de 2019 

refiere que en materia jurisprudencial el derecho al trabajo: 

«…goza de tres dimensiones. Primero, es valor fundante del Estado Social de Derecho porque 

orienta las políticas públicas y las medidas legislativas. En segundo lugar, es un derecho que goza 

de un núcleo de protección subjetiva e inmediata que, por una parte, le otorga e l carácter de 

fundamental y, de otra, le concede contenidos de desarrollo progresivo como derecho económico 

y social. Por último, es un principio rector que limita la libertad de configuración normativa del 

Legislador, pues impone un conjunto de reglas y principios mínimos laborales que deben ser 

respetados por la ley en todas las circunstancias, de hecho, conforme a lo establecido en la 

Sentencia C-479 de 1992, configuran el “suelo axiológico” de los valores materiales expresados en 

la Constitución alrededor de la actividad productiva del hombre». 

 

En esa secuencia, el derecho al trabajo es entendido como la facultad de todas las 

personas de ejercer libremente la actividad a la cual deseen dedicarse, pero en 

condiciones dignidad y justas bajo la protección del estado. 

 

 



 
 

MINIMO VITAL 

El órgano de cierre constitucional ha precisado el alcance del derecho fundamental al mínimo 

vital de la siguiente manera: 

En la sentencia T-184 de 19 de marzo de 2009 la H. Corte Constitucional esbozó que los requisitos 

que deben comprobarse para acreditar la vulneración del mínimo vital son que «(i) el salario o 

mesada sea el ingreso exclusivo del trabajador o pensionado o existiendo ingresos adicionales sean 

insuficientes para la cobertura de sus necesidad básicas y que (ii) la falta de pago de la prestación genere 

para el afectado una situación crítica tanto a nivel económico como psicológico, derivada de un hecho 

injustificado, inminente y grave».   

Años más tarde, en la providencia T-678 de 16 de noviembre de 2017 indicó: 

«(…) El derecho al mínimo vital ha sido definido por esta Corte como "la porción de los 

ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus 

necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los 

servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya 

titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor 

fundante del ordenamiento jurídico constitucional" (…)» 

 

Así también en sentencia SU-691 de 23 de noviembre de 2017, comentó: 

Reiterando lo dispuesto en la sentencia T-199 de 2016, el mínimo vital es concebido en 

la jurisprudencia constitucional como “un derecho fundamental que tiene como 

característica ser cualitativo, por lo que supone que cada quien viva de acuerdo al 

estatus adquirido durante su vida. Sin embargo, esto no significa que cualquier variación 

en los ingresos implique necesariamente una vulneración de este derecho. Por el 

contrario, existe una carga soportable para cada persona, que es mayor entre mejor 

haya sido la situación económica de cada quien. Por esto, entre mayor sea el estatus 

socioeconómico, es más difícil que variaciones económicas afecten el mínimo vital y, por 

ende, la vida digna”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos estipula el derecho de toda persona a una subsistencia digna en los siguientes 

términos: “(…) Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuada que le asegure, 

así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial [-que no exclusivamente-], la 

alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 

necesarios (…)”. Lo anterior, también se denotó en el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, que estableció en el artículo 7, así como en el 11, el 

derecho de toda persona a contar con unas “condiciones de existencia dignas (…)”, al 

igual que el derecho a “(…) un nivel de vida adecuado (…) y a una mejora continua de 

las condiciones de existencia (…)”. En el mismo sentido también debe tenerse en cuenta 

el artículo 7 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San 

Salvador), que establece el derecho a “(…) una remuneración que asegure como mínimo 

a todos los trabajadores condiciones de subsistencia digna y decorosa para ellos y sus 

familias (…)”. 

 

Visto lo anterior, para la Sala Plena de la Corte Constitucional, el derecho al mínimo vital 

pretende garantizar el acceso básico de condiciones dignas de existencia para el 

desarrollo del individuo y depende de las circunstancias particulares de cada asunto, por 

lo que requiere un análisis cualitativo, caso por caso (…)». 

Se colige entonces, que este derecho, de conformidad con la jurisprudencia en cita, tiene como 

característica ser cualitativo, por lo que supone que cada quien viva de acuerdo al estatus 

adquirido durante su vida y mediante el cual se garantice el acceso básico de condiciones dignas 

de existencia para el desarrollo del individuo. 

 

PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA 

En cuanto al principio de la confianza legítima, la Honorable Corte Constitucional, en sentencia 

T-472 de 16 de julio de 2009 precisó: 

 

«La confianza legítima es un principio constitucional que directa o indirectamente está 



 
 

en cabeza de todos los administrados lo cual obliga al Estado a procurar su garantía y 

protección. Es un mandato inspirado y retroalimentado por el de la buena fe y otros, que 

consiste en que la administración no puede repentinamente cambiar unas condiciones 

que directa o indirectamente permitía a los administrados, sin que se otorgue un período 

razonable de transición o una solución para los problemas derivados de su acción u 

omisión. Dentro del alcance y límites es relevante tener en cuenta, según el caso 

concreto: (i) que no libera a la administración del deber de enderezar sus actos u 

omisiones irregulares, sino que le impone la obligación de hacerlo de manera tal que no 

se atropellen los derechos fundamentales de los asociados, para lo cual será preciso 

examinar cautelosamente el impacto de su proceder y diseñar estrategias de solución; 

(ii) que no se trata de un derecho absoluto y por tanto su ponderación debe efectuarse 

bajo el criterio de proporcionalidad; (iii) que no puede estar enfocado a obtener el pago 

de indemnización, resarcimiento, reparación, donación o semejantes y (iv) que no recae 

sobre derechos adquiridos, sino de situaciones jurídicas anómalas susceptibles de 

modificación. 

Además, indicó: 

«La jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que el principio de la confianza 

legítima consiste en una proyección de la buena fe que debe gobernar la relación entre 

las autoridades y los particulares, partiendo de la necesidad que tienen los administrados 

de ser protegidos frente a actos arbitrarios, repentinos, improvisados o similares por 

parte del Estado. Igualmente, ha señalado que este principio propende por la protección 

de los particulares para que no sean vulneradas las expectativas fundadas que se 

habían hecho sobre la base de acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, 

y consentido expresa o tácitamente por la administración ya sea que se trate de 

comportamientos activos o pasivos, regulación legal o interpretación normativa. 

 

En cuanto a la relación con otros principios, ha dicho la Corte que la confianza legítima 

debe ponderarse con la salvaguarda del interés general, el principio de buena fe, el 

principio de proporcionalidad, el principio democrático, el de seguridad jurídica y respeto 

al acto propio, entre otros. 

 

Este principio ha sido principalmente utilizado por la jurisprudencia de esta Corporación 

como un mecanismo para armonizar y conciliar casos en que la administración en su 

condición de autoridad, por acción o por omisión ha creado expectativas favorables a los 

administrados y de forma abrupta elimina esas condiciones. 

(…) 

Nótese como el principio de la confianza legítima puede aplicarse en distintas 

coyunturas, aportando una solución basada en la proporcionalidad y otros criterios, sin 

desconocer con ello la prevalencia del interés general. Esta modalidad permite 

gradualmente que los sujetos implicados en una situación irregular ajusten su condición 

en el marco del ordenamiento jurídico y dentro del respeto de sus derechos 

fundamentales; en otras palabras, por lo que se apuesta es por lograr un equilibrio digno 

y consecuente con un Estado Social de Derecho» (Destaca el Despacho). 

 

Concordante con lo expuesto, pero en lo que refiere específicamente en la órbita de un proceso 

de selección, el Tribunal Constitucional adujo en la sentencia SU-446 de 2011: 

Dentro de este contexto, la convocatoria es, entonces, “la norma reguladora de todo 

concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la 

realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas que son 

obligatorias para todos, entiéndase administración y administrados-concursantes. Por 

tanto, como en ella se delinean los parámetros que guiarán el proceso, los participantes, 

en ejercicio de los principios de buena fe y confianza legítima, esperan su estricto 

cumplimiento. La Corte Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado debe 

respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las 

convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de 

principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, 

la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los 

concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de auto 

vinculación y autocontrol porque la administración debe “respetarlas y que su actividad, 

en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o 



 
 

empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada”. 

 

Es por ello que en la sentencia C-1040 de 2007, reiterada en la C-878 de 2008, se sostuvo: 

“[...] el principio de transparencia de la actividad administrativa se empaña si en contravía 

de las legítimas expectativas del aspirante, su posición en el concurso se modifica 

durante su desarrollo; el principio de publicidad (art. 209 C.P.) se afecta si las reglas y 

condiciones pactadas del concurso se modifican sin el consentimiento de quien desde 

el comienzo se sujetó a ellas; los principios de moralidad e imparcialidad (ídem) de la 

función administrativa se desvanecen por la inevitable sospecha de que un cambio 

sobreviniente en las reglas de juego no podría estar motivado más que en el interés de 

favorecer a uno de los concursantes; el principio de confianza legítima es violentado si 

el aspirante no puede descansar en la convicción de que la autoridad se acogerá a las 

reglas que ella misma se comprometió a respetar; se vulnera el principio de la buena fe 

(art. 83 C.P.) si la autoridad irrespeta el pacto que suscribió con el particular al diseñar 

las condiciones en que habría de calificarlo; el orden justo, fin constitutivo del Estado 

(art. 22 C.P.), se vulnera si la autoridad desconoce el código de comportamiento implícito 

en las condiciones de participación del concurso, y, en fin, distintos principios de 

raigambre constitucional como la igualdad, la dignidad humana, el trabajo, etc., se ven 

comprometidos cuando la autoridad competente transforma las condiciones y requisitos 

de participación y calificación de un concurso de estas características. Adicionalmente, 

el derecho que todo ciudadano tiene al acceso a cargos públicos, consagrado en el 

artículo 40 constitucional, se ve vulnerado si durante el trámite de un concurso abierto, 

en el que debe operar el principio de transparencia, se modifican las condiciones de 

acceso y evaluación..." 

 

De la misma manera, en sentencia C-588 de 2009 se afirmó categóricamente que en el 

desarrollo de un concurso público de méritos “cuando se fijan en forma precisa y 

concreta cuáles son las condiciones que han de concurrir en los aspirantes y se 

establecen las pautas o procedimientos con arreglo a los cuales se han de regir los 

concursos, no existe posibilidad legítima alguna para desconocerlos”. 

(…) 

Es indiscutible, entonces, que las pautas del concurso son inmodificables y, en 

consecuencia, a las entidades no le es dado variarlas en ninguna fase del proceso, por 

cuanto se afectarían principios básicos de nuestra organización, como derechos 

fundamentales de los asociados en general y de los participantes en particular» (Destaca 

el Despacho). 

 

Siguiendo esa misma línea, la sentencia T-682 de 2016 expuso: 

«5.4. Frente al tema, la Sala Plena de la Corporación en sentencia SU-913 de 2009 

determinó que: “(i) las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del 

concurso y son inmodificables, salvo que ellas sean contrarias a la Constitución, la ley o 

resulten violatorias de derechos fundamentales; (ii) a través de las reglas obligatorias 

del concurso, la administración se auto vincula y autocontrola, en el sentido de que debe 

respetarlas y que su actividad en cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) se 

quebranta el derecho al debido proceso y se infiere un perjuicio cuando la entidad 

organizadora del concurso cambia las reglas de juego aplicables y sorprende al 

concursante que se sujetó a ellas de buena fe. En este punto, esta Sala de Revisión 

estima que si por factores exógenos las reglas del concurso varían levemente en alguna 

de sus etapas, las modificaciones que hacen parte integral de la convocatoria inicial, 

deben ser plenamente conocidas por los partícipes para que de esta forma se satisfagan 

los principios de transparencia y publicidad que deben regir las actuaciones de la 

administración y no se menoscabe la confianza legítima que los participantes han 

depositado en los parámetros fijados para acceder a un cargo de carrera administrativa; 

y, (iv) cuando existe una lista de elegibles que surge como resultado del agotamiento de 

las etapas propias del concurso de méritos, la personas que ocupa en ella el primer lugar 

detenta un derecho adquirido en los términos del artículo 58 Superior, que no puede ser 

desconocido». 

 

De lo que se colige que la postura en cuanto a la concepción del principio de confianza legítima 



 
 

se ha mantenido durante el transcurso del tiempo, pues, en la sentencia T-453 de 22 de 

noviembre de 2018 la Alta Corporación se refirió al principio de la confianza legítima así: 

«El principio de confianza legítima funciona entonces como un límite a las 

actividades de las autoridades, que pretende hacerle frente a eventuales 

modificaciones intempestivas en su manera tradicional de proceder, situación que 

además puede poner en riesgo el principio de seguridad jurídica. Se trata pues, de 

un ideal ético que es jurídicamente exigible. Por lo tanto, esa confianza que los 

ciudadanos tienen frente a la estabilidad que se espera de los entes estatales, debe 

ser respetada y protegida por el juez constitucional» 

 

Se tiene entonces que del principio de confianza legítima se desprende el deber de las Entidades 

Públicas de respetar y observa todas y cada una de las reglas y condiciones que se impusieron 

en el desarrollo de cualquier actuación administrativa, como, por ejemplo, en las convocatorias, 

dado que su desconocimiento, esto es, de no ceñirse a lo dado a conocer en la respectiva 

actuación se convertiría en una trasgresión de los principios axiales del ordenamiento jurídico. 

 

La procedencia excepcional de la acción de tutela en materia de concursos de méritos. 

Reiteración de jurisprudencia 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Carta, la acción de tutela es un mecanismo 

de defensa judicial residual y subsidiario, que permite la protección inmediata de los derechos 

fundamentales de una persona, vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública, o incluso de los particulares, en los términos prescritos por la ley. Procede 

cuando la persona no dispone de otro medio de defensa judicial o cuando, existiendo otro medio 

alternativo de protección, éste no resulta idóneo para su amparo efectivo. Asimismo, procede como 

mecanismo transitorio, en aquellas circunstancias en las que, a pesar de existir un medio adecuado 

de protección, se requiere evitar un perjuicio irremediable, por lo que se exige una perentoria 

acción constitucional. 

 

Pues bien, la idoneidad del medio de defensa alternativo exige una evaluación en concreto de los 

mecanismos de defensa existentes, razón por la cual debe estudiarse cada caso en particular, a 

efectos de determinar la eficacia del medio de defensa, si este tiene la aptitud necesaria para brindar 

una solución eficaz y expedita al quebrantamiento o amenaza del derecho fundamental que se alega 

vulnerado. Vistas así las cosas, si el mecanismo es eficaz, la tutela resulta ser improcedente, a 

menos que, como quedó expresado, se demuestre la existencia de un perjuicio irremediable que 

imponga la protección constitucional transitoria. 

 

En relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, la jurisprudencia de esta 

Corporación ha señalado que, en principio, la acción de tutela debe declararse improcedente. No 

obstante lo anterior, el precedente de la Corte ha señalado que los medios de control de la 

jurisdicción contencioso administrativa, bien sea a través de la acción electoral, de la acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho o de la acción de reparación directa, no son los mecanismos 

idóneos y eficaces, en razón del prolongado término de duración que este tipo de procesos pudiese 

tener. 

 

Específicamente, en lo que tiene que ver con la procedencia de la acción de tutela para controvertir 

actos administrativos que reglamentan o ejecutan un proceso de concurso de méritos, se ha 

precisado, por parte del precedente de la Corporación, que existen dos casos en los cuales la acción 

de tutela se convierte en el mecanismo idóneo: (i) “aquellos casos en los que la persona afectada no 

tiene un mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender eficazmente sus derechos porque 

no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la cuestión 

debatida es eminentemente constitucional”. (ii)”cuando, por las circunstancias excepcionales del 

caso concreto, es posible afirmar que, de no producirse la orden de amparo, podrían resultar 

irremediablemente afectados los derechos fundamentales de la persona que interpone la acción. 

Estos casos son más complejos que los que aparecen cobijados por la excepción anterior, pues en 

ellos existen cuestiones legales o reglamentarias que, en principio, deben ser definidas por el juez 

contencioso administrativo pero que, dadas las circunstancias concretas y la inminente consumación 

de un daño fundamental deben ser, al menos transitoriamente, resueltas por el juez constitucional.” 

 



 
 

 

La procedencia de la acción de tutela para anular los actos de las autoridades públicas cuando 

desconocen los mecanismos de selección establecidos en los concursos públicos, tiene una 

inescindible relación con la necesidad de proteger los derechos fundamentales a la igualdad, al 

trabajo y debido proceso, los cuales en la mayoría de las ocasiones, no pueden esperar el resultado 

de un proceso ordinario o contencioso administrativo. 

 

Ahora bien, resulta importante diferenciar la procedencia de la tutela en los casos en los cuales se 

controvierte un acto administrativo y los asuntos como el que nos ocupa, en el que la acción de 

amparo se contrae a exigir de las autoridades judiciales el cumplimiento de un proceso de selección 

en el término establecido por la ley y, de conformidad con lo señalado en la Convocatoria y el Acuerdo 

proferido por el Consejo Superior de la Judicatura que reglamenta el mismo. 

 

En estos casos, en principio, sería procedente la acción de cumplimiento, bajo el entendido de que 

esta acción le otorga a toda persona natural o jurídica, así como a los servidores públicos, acudir 

ante las autoridades judiciales para exigir la realización o el cumplimiento del deber que surge de la 

ley o del acto administrativo que es omitido por la autoridad o el particular, cuando asume este 

carácter. Sin embargo, esta acción no procederá para la protección de derechos que puedan ser 

garantizados mediante la acción de tutela. Tampoco procede cuando el afectado tenga o haya tenido 

otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento de la norma o acto administrativo, salvo 

que de no proceder el juez encuentra que se configura un perjuicio irremediable. 

 

Frente al tema, en sentencia C-1194 de 2001, la Corporación manifestó que: “Varias son las hipótesis 

de vulneración de los derechos por la inacción de la administración que pueden presentarse al 

momento de definir si procede o no la acción de cumplimiento. A saber: i) que la inacción de la 

administración amenace o vulnere derechos fundamentales de rango constitucional, es decir, 

derechos tutelables; ii) que la inacción de la administración amenace o vulnere derechos de rango 

constitucional que no son tutelables en el caso concreto; iii) que la inacción de la administración 

amenace o vulnere derechos de rango legal; iv) que la inacción de la administración no sea correlato 

de un derecho, sino que se trate del incumplimiento de un deber específico y determinado contenido 

en una ley o acto administrativo.” En el primer evento lo que procede es la acción de tutela, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución, a menos que, dado el carácter 

subsidiario de la acción de tutela, exista otra acción judicial que resulte efectiva para la protección 

del derecho en cuestión. En este orden de ideas, cuando se busca la protección directa de derechos 

fundamentales que pueden verse vulnerados o amenazados, se está en el ámbito de la acción de 

tutela, y cuando lo que se busca es la garantía de los derechos del orden legal o lo que se pide es 

que la administración dé aplicación a un mandato contenido en la ley o en un acto administrativo que 

sea específico y determinado, procede la acción de cumplimiento. En todo caso, frente a cada caso 

concreto es el juez quien debe determinar si se pretende la protección de derechos de rango 

constitucional o si se trata del cumplimiento de una ley o de actos administrativos para exigir la 

realización de un deber omitido. Por último, en los asuntos en los cuales se presente un 

incumplimiento de normas administrativas, que a su vez, vulnere derechos fundamentales 

constitucionales, la vía idónea y adecuada lo es la acción de tutela. 

 

En el caso sub examine, los accionantes pretenden que la Sala Administrativa del Consejo Superior 

de la Judicatura realice las gestiones necesarias para expedir el Acuerdo Pedagógico que rige el 

curso de formación judicial, y lo aplique. Así mismo, solicitan se publique el cronograma que señale 

las fechas en las que se desarrollarán las etapas faltantes del concurso de méritos. La Convocatoria 

22, se encuentra regulada por el Acuerdo No. PSAA13-9939 del 25 de junio de 2013, mediante el 

cual se adelanta el proceso de selección y se convoca al concurso de méritos para la provisión de 

los cargos de Funcionarios de la Rama Judicial. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto en los artículos 

162, 164, y 168 de la Ley 270 de 1996. Por su parte, el artículo 164 de la Ley 270 de 1996, establece 

que la convocatoria es una norma obligatoria que regula todo proceso de selección mediante 

concurso de méritos, y cada dos años, se efectuará el mencionado proceso, de manera ordinaria, 

por la Sala Administrativa de los Consejos Superior y Seccional de la Judicatura, y 

extraordinariamente, cada vez que, según las circunstancias, el Registro de Elegibles resulte 

insuficiente. 

 

En el contexto que antecede, se advierte que la acción de tutela pretende el cumplimiento de lo 

señalado en la Convocatoria No. 22, regulado por el Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura, 



 
 

en consecuencia, la solicitud se dirige específicamente a obtener la expedición de un cronograma 

que permita a los actores tener fechas ciertas en el desarrollo del concurso de méritos, así como la 

realización de la fase que corresponde al inicio del Curso de Formación Judicial, omisión que, a juicio 

de los accionantes, vulnera los derechos fundamentales del debido proceso, igualdad, mérito, buena 

fe, respeto al acto propio y confianza legítima. 

 

Como quiera que con la actuación hasta ahora desplegada por la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura y la Escuela Rodrigo Lara Bonilla, se discute la vulneración de derechos 

fundamentales y, en consideración a que, de conformidad con lo señalado por el Consejo Superior 

de la Judicatura en la contestación de la acción de tutela, existen fallos que lo han obligado a declarar 

la nulidad de distintos actos administrativos que ya habían desarrollado gran parte de la convocatoria, 

no cabe duda de que la Sala Cuarta de Revisión debe realizar un estudio de fondo del presente 

asunto. Lo anterior, se fundamenta en la situación que actualmente enfrentan quienes participan en 

el concurso, sometidos a una espera desde hace más de tres años en el desarrollo de sus distintas 

etapas, sin que hasta el momento las gestiones y diligencias administrativas realizadas hayan sido 

lo suficientemente eficaces para finalizarla y, por consiguiente, obtener un registro de elegibles a 

efectos de garantizar su derecho del debido proceso. 

 

En consecuencia, existen decisiones de tutela que, en aras de proteger distintos derechos 

fundamentales en el trascurso de la convocatoria, han demorado el trámite de la misma. En razón de 

lo anterior, es indudable que el presente asunto, pone en evidencia una situación que no puede 

dirimirse a través de la acción de cumplimiento, en la medida en que la decisión a la que se llegue 

busca la protección de distintos derechos fundamentales no solo de los accionantes, sino de quienes 

se encuentran participando en el proceso de selección. Es así como la Sala, entiende que no se ha 

desconocido el principio de subsidiariedad del mecanismo de tutela, y, por consiguiente, no hay lugar  

a declarar su improcedencia» Ver Corte Constitucional. Sentencia T682 de 2 de diciembre de 2016, 

Magistrado Ponente: Doctor GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO. 

 

II. HECHOS 

Se relacionan los siguientes hechos sobre los cuales expongo detalladamente, en orden cronológico 

y a partir de los cuales se solicita el amparo: 

1. Que mediante el Decreto 553 del 30 de marzo de 2017, se creó para el Servicio Nacional de 

Aprendizaje - SENA una planta de Empleos Temporales conformada por ochocientos (800) 

cargos de los niveles Profesional e Instructor, con vigencia desde el 17 de julio de 2017 al 

31 de diciembre de 2017. 

  

2. Luego el Decreto 2147 de 2017 prorrogó hasta el 15 de julio de 2019 la vigencia de los 

ochocientos empleos temporales precitados y con el Decreto 1217 del 10 de julio de 2019, 

el Gobierno Nacional prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2019 la vigencia de los 800 

Empleos Temporales del SENA creados mediante el Decreto 553 de 2017. 

  

3. Con la expedición del Decreto 2357 del 26 de diciembre de 2019, la vigencia de los 

ochocientos (800) empleos de la planta temporal del SENA fue prorrogada hasta el 31 de 

diciembre de 2021, por lo cual la entidad inició acciones para proveer los cargos que se 

encuentran vacantes en la planta temporal. 

  

4. Ahora bien, es de tener en cuenta que la provisión de los empleos de la Planta Temporal del 

SENA debe realizarse en cumplimiento de lo previsto en el artículo 21 de la Ley 909 de 2004, 

el artículo 2.2.5.3.5 del Decreto 1083 de 2015 y la Sentencia C-288 de 2004 de la Corte 

Constitucional, es decir en las siguientes tres fases: 



 
 

 i) Con las listas de elegibles que hagan parte del Banco Nacional de Listas de 

Elegibles enviadas por la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC. 

ii) Encargo de empleados con derechos de carrera administrativa; y 

iii) Convocatoria pública. 

 Fase 1. Mediante el uso de listas del Banco Nacional de Listas de Elegibles (BNLE), que 

administra la Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC), y lo establecido en el parágrafo 

del artículo 8 del Acuerdo 1656 del 13 de marzo del 2020 “Por el cual se reglamenta la 

conformación, organización y manejo del Banco Nacional de Listas de Elegibles para el 

Sistema General de Carrera y Sistemas Específicos y Especiales de Origen Legal en lo 

que les aplique”, el cual establece: “Las Listas de Elegibles también podrán ser utilizadas 

para la provisión de los empleos temporales de que trata la Ley 909 de 2004, para lo cual 

los nominadores deberán solicitarlas a la CNSC teniendo en cuenta las listas que hagan 

parte del BNLE y que correspondan a un empleo de la misma denominación, código y 

asignación básica del empleo a proveer”. 

 Fase 2. En el evento de no proveer los empleos temporales mediante el uso de listas de 

elegibles o en caso de ausencia de estas, la entidad deberá realizar su provisión mediante 

la figura del encargo con empleados de carrera administrativa. El encargo en los empleos 

temporales se llevará cabo conforme a lo establecido en la guía de encargos que publique 

la Entidad. 

 Fase 3. En caso de que los empleos temporales no sean provistos mediante encargos, 

la Entidad deberá realizar un proceso de selección a través de una Convocatoria Pública 

donde podrán postularse todos los ciudadanos. En el desarrollo de la Convocatoria se 

deberá determinar el cumplimiento de los requisitos mínimos para el ejercicio del empleo 

y se deberán valorar las capacidades y las competencias de los aspirantes mediante 

criterios objetivos, en aras de garantizar los principios de mérito, publicidad, 

transparencia, libre concurrencia e igualdad. 

Se indica que el desarrollo de la provisión de la Fase 1 para proveer 125 de vacantes del cargo 

instructor de la planta temporal con ocasión a la realización de la audiencia de escogencia de la 

CNSC y las órdenes judiciales emitidas por el Juzgado Trece Administrativo del Circuito Judicial de 

Bucaramanga, la Comisión Nacional del Servicio Civil entre el 13 de enero del 2021 y hasta el 15 de 

enero de la misma anualidad, realizó la audiencia virtual para escogencia de vacantes ubicadas en 

diferentes sedes de trabajo de la planta temporal, en la cual participé y sobre la cual detallo las 

vacantes que seleccioné en orden de prioridad. Ver anexo A 

5. Que estando en la fase 1, y en el proceso de revisión de hoja de vida,  en fecha 2021-08-18 

siendo las 06.18 recibo un email del remitente ptemporal@sena.edu.co. (Ver Anexo B) 

donde notifican que los resultados de la verificación de hoja de vida se dieron el 2021-08-17 

y que el plazo para la reclamación es 2021-08-19, de igual forma notifican que  conforme a 

las reglas de la convocatoria y frente a las reclamaciones no se atenderán reclamos 

extemporáneos e indica lo siguiente textualmente: 

“Respetado (a), reciba un cordial saludo.   

 En atención a las fechas establecidas en la adenda y el cronograma para proveer 125 de vacante 

del cargo instructor de la planta temporal con ocasión a la realización de la audiencia de escogencia 

de la CNSC y las órdenes judiciales, me permito informar que los resultados de la verificación de 

cumplimiento de requisitos de los aspirantes fueron publicados el 17 de agosto del 2021, conforme 

a lo estipulado en el cronograma y los cuales pueden ser consultados en el siguiente 

enlace: https://bit.ly/37QqiOr. 

 Sea la ocasión para indicar que una vez se publicaron los resultados de verificación de cumplimiento 

de requisitos usted tiene hasta el 19 de agosto del 2021 para presentar reclamaciones frente a los 

mismos.  

https://bit.ly/37QqiOr


 
 

 Las reclamaciones solo podrán presentarse escritas por correo electrónico, dentro del plazo y hora 

indicados, mediante comunicación dirigida al Grupo de Relaciones Laborales de la Secretaría 

General, a través del correo electrónico: ptemporal@sena.edu.co  

No se tendrán en cuenta reclamaciones presentadas extemporáneamente o a través de otro medio 

o enviados a otro correo electrónico; serán rechazadas de plano” 

6. Consulto los resultados desde el link : https://bit.ly/37QqiOr suministrado en el email recibido. 

Al realizar la consulta evidencio que informan que hay dos incumplimientos en la hoja de 

vida, relacionados así: "EL ASPIRANTE NO APORTA EXPERIENCIA EN LA 

PARTICIPACIÓN EN GRUPOS DE INVESTIGACIÓN REGISTRADOS EN COLCIENCIAS 

Y EN LA GESTIÓN DE SEMILLEROS DE INVESTIGACIÓN DESARROLLANDO 

PROYECTOS EN UNA DE LAS LÍNEAS DE INVESTIGACIÓN AVALADAS 

INSTITUCIONALMENTE POR EL SENA.". No entiendo estos comentarios pues los 

documentos se encuentran en la APE. 

 

7. De igual forma ante la eventual imposibilidad de corroborar  el cumplimiento de requisitos, 

se evidencia que para una gran cantidad de aspirantes relacionados en el archivo de Excel 

descargado del link https://bit.ly/37QqiOr anteriormente mencionado, el cumplimiento de los 

requisitos mínimos de Hoja de Vida también fueron consultados en la plataforma CvLAC de 

Minciencias buscando evidencias de soporte.  

 

8. En mi caso no se registra que se hiciera dicha consulta. Y actualmente y al menos desde 

hace 5 años atrás cuento con CV en dicha plataforma,  pues soy docente investigador. DE 

haber realizado esta consulta se pudo de igual forma haber verificado el cumplimiento de 

requisitos, vulnerando el derecho a igualdad y debido proceso. Al consultar en el archivo de 

Excel donde se publicaron los resultados y buscar la palabra CvLAC se encuentran 611 

celdas con esta información. Ver imagen a continuación: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

9. Ante esta situación decido ingresar reclamo, enviándolo al email ptemporal@sena.edu.co, 

luego recibido respuesta a mi solicitud el día 20 de agosto de 2021, donde me responden 

que el reclamo es extemporáneo.  En el email informan: “Solamente se podrá presentar una 

única reclamación y una vez resuelta la misma, no será susceptible de reclamación adicional 

https://bit.ly/37QqiOr
https://bit.ly/37QqiOr
mailto:ptemporal@sena.edu.co


 
 

y/o recurso alguno... De las 8:00 a.m. del 9 de agosto de 2021 a las 5:00 p.m. del 9 de agosto 

de 2021”. (Negrillas y fuera de Texto). Que dado que dado los inconvenientes presentados 

en SIMO para la verificación de cumplimiento de requisitos a efectos de la provisión de los 

empleos de la planta temporal que generó retrasos en las actuaciones realizadas por las 

Regionales del SENA, se informó que las reclamaciones solo podrían presentarse por escrito 

electrónico: ptemporal@sena.edu.co hasta el 19 de agosto del 2021, durante la jornada de 

8:00 a.m. a 5:00 de la tarde del referido día”. Ver Anexo C. 

 

10. Queda manifiesta la información recibida el 18 de agosto de 2021, que los resultados de la 

revisión de hoja de vida fueron publicados el 17 de agosto del 2021, me suministran un 

enlace de consulta y me notifican que el plazo para presentar reclamaciones es hasta el 19 

de agosto de 2021, entendiéndose esto hasta el final del día 23.59, ya que no restringen la 

jornada en dicho email. Ésta información la tomé como base, entendiendo que venía de una 

fuente confiable, y que finalmente no es coherente con la respuesta suministrada en el email 

oficial de la convocatoria donde declaran extemporáneo el reclamo. 

 

III. PRETENSIONES 
 

 1. Se protejan los derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO (art. 29 C. Política), IGUALDAD 

(art 13 constitucional),  TRABAJO (art 25 constitucional), MÍNIMO VITAL (art. 53 constitucional) en 

conexidad con el TRABAJO EN CONDICIONES DIGNAS (art. 25 C. Política). Todos a la luz de los 

principios de BUENA FE y CONFIANZA LEGÍTIMA (art. 83 C. Política), vulnerados por el SERVICIO 

NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA.  

 

2. Conforme a lo anterior, se ORDENE a las entidades tuteladas  al SERVICIO NACIONAL DE 

APRENDIZAJE – SENA, a que se atienda el reclamo realizado ante los resultados de la revisión hoja 

de vida para la convocatoria para la  Provisión de 125 de vacantes del cargo instructor de la planta 

temporal con ocasión a la realización de la audiencia de escogencia de la CNSC y las órdenes 

judiciales. Que se considere además de la información de la APE, la información suscrita en la 

plataforma CvLAC referente a participación en semilleros de investigación, grupos de investigación 

y proyectos de investigación desarrollados, tal como lo declararon hacer en 611 registros en el 

archivo de Excel compartido por el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA. 

 

3. Que el SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA realice la validación de dos soportes 

que están anexos en la Agencia Pública de Empleo APE y que fueron subidos a la plataforma de 

forma oportuna. Y sobre los cuales referente a la revisión de hoja de vida emite el siguiente concepto: 

EL ASPIRANTE NO APORTA EXPERIENCIA EN LA PARTICIPACIÓN EN GRUPOS DE 

INVESTIGACIÓN REGISTRADOS EN COLCIENCIAS Y EN LA GESTIÓN DE SEMILLEROS DE 

INVESTIGACIÓN DESARROLLANDO PROYECTOS EN UNA DE LAS LÍNEAS DE 

INVESTIGACIÓN AVALADAS INSTITUCIONALMENTE POR EL SENA. 

Se entiende que los demás requisitos se cumplen acorde al manual de funciones, ya que no hacen 

ningún comentario sobre ellos. 

 

4. Que el SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA considere toda mi trayectoria registrada 

en la plataforma CvLAC de Minciencias como investigador y que sea aplicable como evidencia del 

cumplimiento de los requisitos expresados en el manual de funciones (Resolución 0716 de 2017) 

para el nivel instructor Código 3010, Grado 01-20, SENNOVA.  Toda vez que este criterio fue aplicado 

en otras hojas de vida, consulta aparece 611 celdas en la hoja de Excel descargada del link 

https://bit.ly/37QqiOr y de esta forma guardar el principio fundamental de igualdad y debido proceso. 

 

4.  Así mismo muy comedidamente «Me permito solicitar se sirva SUSPENDER el proceso de 

nombramiento para las vacantes para el nivel instructor Código 3010, Grado 01-20, SENNOVA  a 

las que me postule en la Audiencia Pública Planta Temporal a través de la plataforma SIMO desde 

el 2021-01-13 hasta 2021-01-15, ver Anexo A, hasta tanto el Servicio Nacional de Aprendizaje S.E.N.A, 

responda mi reclamación, esto es, con observancia a todos y cada uno de los documentos que fueron 

aportados en dos Plataformas SIMO y APE SENA, CvLAC Minciencias , esta última considerada 

https://bit.ly/37QqiOr


 
 

para buscar evidencias soporte de cumplimiento en la Hoja de Vida de otros aspirantes y para mí 

no,  resultados globales de revisión de Hojas de Vida. Ver imagen siguiente: 

 

 

 

Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado ninguna otra acción de 

tutela por los mismos hechos y derechos. 

 

  

 Atentamente,  

 

 

JUAN CARLOS HERRERA VEGA 

C.C. 72.005.667  de Barranquilla 
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